
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
NULIDAD / ACCIÓN POPULAR / NOTIFICACIÓN A LA COMUNIDAD / REQUISITOS / EFECTOS SI AVISO SE COLOCA EN DIRECCIÓN DISTINTA AL DOMICILIO DE LA ENTIDAD DEMANDADA.
Prevé el artículo 21 de la Ley 472 de 1998 que el auto de admisión del libelo debe dársele a conocer a los miembros de la comunidad por el medio masivo de comunicación u otro medio eficaz que el Juez halle apropiado. (…)
En el auto que dio impulso a la acción popular (fl. 4), en aplicación de esa exigencia, se ordenó “… informar a los miembros de la comunidad de la iniciación de esta acción, la que se hará mediante avisos que se fijarán en la puerta de acceso de la entidad bancaria y en la puerta principal de la Alcaldía Municipal del domicilio de la entidad accionada”.
Sin embargo, de una detenida observación del expediente, aflora la siguiente circunstancia:

En el despacho comisorio y la constancia visible a folio 16 vto. del cuaderno principal, se observa que la dirección suministrada nada tiene que ver con la del establecimiento bancario accionado, es más desde el mismo auto admisorio quedó consignado “BANCO BANCOLOMBIA cra 30 50-67 Bolívar Ant.”, y así se siguió todo el trámite, cuando en realidad la dirección suministrada es en la calle 50 No. 50-67 de Ciudad Bolívar – Antioquia…
Ello, sin duda, genera la nulidad de la actuación, pues la publicación de que trata el citado artículo 21, en estricto sentido, dejó de realizarse respecto del lugar específico donde se denuncia la vulneración del derecho.
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 A vuelta de revisar el presente asunto, halla la Sala que no será posible continuar con el derrotero procesal que concierne, a pesar de su admisión, habida cuenta de que se observa una irregularidad insalvable.

 



Prevé el artículo 21 de la Ley 472 de 1998 que el auto de admisión del libelo debe dársele a conocer a los miembros de la comunidad por el medio masivo de comunicación u otro medio eficaz que el Juez halle apropiado. En efecto, reza la anunciada disposición, en lo pertinente:

  


 
“Notificación del Auto Admisorio de la Demanda. En el auto que admita la demanda el juez ordenará su notificación personal al demandado. A los miembros de la comunidad se les podrá informar a través de un medio masivo de comunicación o de cualquier mecanismo eficaz, habida cuenta de los eventuales beneficiarios.

  



Para este efecto, el juez podrá utilizar simultáneamente diversos medios de comunicación…”





En el auto que dio impulso a la acción popular (fl. 4), en aplicación de esa exigencia, se ordenó “… informar a los miembros de la comunidad de la iniciación de esta acción, la que se hará mediante avisos que se fijarán en la puerta de acceso de la entidad bancaria y en la puerta principal de la Alcaldía Municipal del domicilio de la entidad accionada”.

  



Sin embargo, de una detenida observación del expediente, aflora la siguiente circunstancia:

 



En el despacho comisorio y la constancia visible a folio 16 vto. del cuaderno principal, se observa que la dirección suministrada nada tiene que ver con la del establecimiento bancario accionado, es más desde el mismo auto admisorio quedó consignado “BANCO BANCOLOMBIA cra 30 50-67 Bolívar Ant.”, y así se siguió todo el trámite, cuando en realidad la dirección suministrada es en la calle 50 No. 50-67 de Ciudad Bolívar – Antioquia -, tal como lo indica el actor en su demanda (fl. 1), lo reitera en su impugnación y se corrobora en la página de internet de la entidad bancaria demandada. 




Y aunque puede generar alguna ambigüedad la escritura de la dirección de la entidad bancaria en la demanda, con el solo hecho de verificar en la página web del banco accionado se hubiera podido dar por superada la imprecisión, tal como aquí se realizó.
  



Y precisamente lo que se quiere con esa imperativa obligación es que se suministre una información completa y necesaria, de manera general, para que quienes consideren conveniente y decidan coadyuvar la acción, lo hagan con conocimiento del lugar donde se presenta la vulneración.  Si se revisa el comisorio y la constancia de la fijación de los avisos por parte del juzgado comisionado se observa que el sitio donde se intentó la notificación no correspondía a la dirección correcta, lo que lleva, sin lugar a dudas, a que el enteramiento a la comunidad, fue inadecuado. 

  



Ello, sin duda, genera la nulidad de la actuación, pues la publicación de que trata el citado artículo 21, en estricto sentido, dejó de realizarse respecto del lugar específico donde se denuncia la vulneración del derecho. 
  



Sobre el objeto del aviso, tiene dicho el Consejo de Estado
, 

 


“… se ha realizado la notificación ordenada por el artículo 21 ibídem a los miembros de la comunidad, a través de un medio masivo de comunicación o de cualquier mecanismo eficaz, pues esa comunicación tiene por objeto, precisamente enterar a los miembros de la comunidad de la existencia de la acción para que, si a bien lo tienen participen como coadyuvantes en la misma, pero no invitarlos a presentar nuevas acciones con el mismo objeto. Esto por cuanto la acción popular no busca la satisfacción de ningún interés personal sino “la protección efectiva de derechos e intereses colectivos, de manera que se hagan cesar los efectos de su resquebrajamiento”. De lo cual se deduce que la solidaridad es lo que debe motivar a los ciudadanos a interponerla y no la búsqueda de intereses individuales. Si realmente el actor tiene interés en la protección del derecho colectivo y posee elementos de juicio adicionales a los aportados por quien primero interpuso la acción popular con el mismo objeto, tendrá la opción de coadyuvarla, según lo establecido en el artículo 24 de la ley 472 de 1998.”

   



Puestas de esta manera las cosas, como se dijo, se cae en nulidad procesal, al no practicar en legal forma la notificación del auto admisorio a personas indeterminadas que deban ser citadas como partes, cuando la ley así lo ordena (art. 133-8º CGP), que es lo que aquí aconteció como viene de verse, y se rompe con la adecuada conformación del litigio, por la consecuencia jurídica que genera frente a todos.

Esto se traduce, por supuesto, en que no le es dado al juzgador de segundo grado procurar tal notificación y eventual comparecencia, por ser genérica e involucrar a personas indeterminadas, pero sí remediar la situación de manera que pueda llegarse al final a una decisión de mérito. Ese remedio no es otro que la declaración de nulidad de lo actuado desde la sentencia proferida el 18 de octubre del 2017, inclusive, a fin de que en primera sede se pueda enmendar la actuación, esto es, para que se materialicen en debida forma las publicaciones ordenadas en el auto admisorio del libelo en el sitio correcto de ubicación del establecimiento bancario demandado.
RESUELVE:

1.  Declarar la NULIDAD de lo actuado, incluyendo el trámite surtido en esta instancia, desde la sentencia del 18 de octubre de 2017. 

2.  Desde allí, rehágase la actuación dándole aplicación a la debida y completa comunicación por aviso dispuesta en el auto admisorio de la demanda, para lo cual se dispone la devolución del expediente al juzgado de origen.

Notifíquese

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado
� Consejo de Estado, Sección Tercera. Providencia del 5 de febrero de 200.  CP Ricardo Hoyos Duque
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